Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 21 minutos) 


-Damos la bienvenida a un grupo de funcionarios de Locomoción, que nos han solicitado una 
audiencia a los efectos de exponer la situación que los afecta. Por lo tanto, les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR MORENO.- Ante todo, queremos agradecer a la Comisión por habernos recibido. 


Mi nombre es Ramón Moreno y me acompañan los señores Víctor Cortazzo, Ariel 
Etcheverría y Javier Acosta, y la doctora María de la Fuente, que es nuestra abogada. 


Estamos aquí para poner en conocimiento de los señores Senadores lo que a nuestro juicio 
vicia el concurso para el cargo de Jefe de División del Escalafón Locomoción. Además, crea un 
antecedente totalmente negativo para esta Administración y el resto de los concursos que puedan 
realizarse en el futuro en toda la Cámara de Senadores. Nosotros decimos que esto opaca la voluntad 
que la Administración ha demostrado hasta aquí. 


Si los señores Senadores me permiten, voy a ceder la palabra a la doctora María de la 
Fuente para que explique los antecedentes de la situación que estamos viviendo. 


SEÑORA DE LA FUENTE.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos y escuchar el planteo de esta 
inquietud de los funcionarios. 


El proceso del concurso comenzó con la Resolución N* 556/08, dictada el 23 de julio de este 
año, por la cual se convoca a un concurso para el cargo de Jefe de División del Escalafón “E”, Serie 
Locomoción. Esta resolución detalla los requisitos y las etapas a cumplirse en dicho concurso. En el 
marco de este concurso comenzaron a suscitarse una serie de hechos que al menos podríamos 
calificar como excepcionales. 


El primero de ellos es que en virtud de que uno de los funcionarios que eventualmente 
estaban habilitados para participar se encontraba fuera del país, acompañando al señor Presidente del 
Senado en misión oficial, por Resolución de la Secretaría del Senado N* 561/08 se le autorizó a 
inscribirse fuera del plazo que estaba previsto en la Resolución N* 556/08. Esto en un principio suscitó 
una serie de malestares entre los funcionarios, pero se aclaró la situación, entendiéndose que había 
sido un hecho ajeno a la voluntad del funcionario el no haber podido inscribirse dentro del plazo. De 
manera que el funcionario, en definitiva, fue inscripto y se aceptó su participación dentro del concurso. 
De acuerdo con la resolución 556/08, el 29 de agosto estaba prevista la realización de la prueba del 
concurso al que aludimos. El día 27 de agosto, este funcionario que, repito, se había inscripto 
tardíamente autorizado por la Secretaría del Senado, presenta una denuncia verbal ante uno de los 
Secretarios del Senado, en virtud de la cual se labra un acta y, posteriormente, el 28 de agosto se 
dictan dos resoluciones: la 586/08 y la 589/08. La primera de ellas resuelve dejar sin efecto el 
concurso convocado hasta que sea determinado el carácter de los hechos irregulares denunciados 
mediante investigación administrativa y, la segunda, dispone la instrucción de una investigación 
administrativa sobre los hechos denunciados por este funcionario. 


En concreto, lo que él denuncia -poniéndolo en conocimiento de la Secretaría del Senado- es 
que un Jefe del servicio de Locomoción habría proporcionado a los concursantes dos de las preguntas 
que integraban el temario de la prueba escrita a realizarse el 29 de agosto. 


Llevada a cabo la investigación de urgencia, cuyo instructor fue el doctor Benítez, surge de 
su informe que no hubo ninguna irregularidad y que el funcionario confunde preguntas con temas; es 
decir que lo que este Jefe, acusado de haber brindado la información a los concursantes, en realidad 
había hecho, había sido proporcionar temas sobre aspectos del servicio que habían sido recientemente 
modificados y que por lo tanto eran esenciales en el temario del concurso. En definitiva, el doctor 
Benítez concluye su informe diciendo: “Corresponde a la superioridad evaluar los perjuicios que la 
denuncia infundada ha causado en el funcionamiento de la Administración”. 


Esto es elevado a la doctora Ana Yavarone, Directora Interina de la División Jurídica quien, 
luego de un análisis pormenorizado -no vamos a remitirnos a cada uno de los documentos de cada una 
de las conclusiones para no hacer demasiado extensa esta instancia- concluye haciendo suyas las 
expresiones del doctor Benítez y termina su informe también diciendo: “que, atento a las resultancias 
de infolios, tal como el instructor advierte en su informe, la denuncia además de irreflexiva puede ser 
calificada de infundada por lo que, la jerarquía tiene la potestad de evaluar el eventual perjuicio que 
pudo haber ocasionado a la Administración en tanto tuvo como consecuencia la suspensión de un 
concurso”. 


Por nuestra parte, agregamos que además de la Administración, que se vio perjudicada con 
la postergación de este concurso, también se vieron perjudicados los funcionarios involucrados, porque 
todos ellos estaban mental y sicológicamente preparados para dar la prueba escrita en una 
determinada fecha y el día antes, a las 20 horas o, incluso, en la mañana del 29 de agosto  -porque la 
prueba estaba fijada para ese día a la hora 10- se enteraron de que la prueba no se hacía porque el 
concurso se había suspendido. 


Luego, tenemos que la Resolución N* 643/08, de fecha 4 de noviembre, concluye la 
investigación administrativa -dispuesta por la Resolución N* 589- y dispone que se archiven las 
actuaciones en tanto se entiende que no hubo ninguna irregularidad comprobada. 


En lo que hace a todo el proceso de concurso, nosotros encontramos una serie de 
irregularidades. En primer lugar, que antes de que saliera la Resolución N* 643/08, de fecha 4 de 
noviembre, ya se había convocado nuevamente a concurso. Es decir, antes de que concluyera la 
investigación administrativa, ya se estaba convocando a una nueva instancia de concurso, que incluso 
en este momento está en proceso y constaría de una prueba escrita a realizarse el próximo lunes 17 
de noviembre. Esa Resolución es la N* 625/08, de fecha 13 de octubre de 2008, y fue recurrida por un 
grupo de funcionarios, con la asistencia de la dicente, cuyos recursos han sido rechazados en forma 
por demás expedita mediante la Resolución N* 646/08, de fecha 5 de noviembre. Los recursos de 
revocación y jerárquico en subsidio fueron interpuestos con fecha 23 de octubre, y sus fundamentos 
fueron ampliados con fecha 29 de octubre. El 5 de noviembre la Secretaría del Senado resuelve el 
recurso rechazándolo y con fecha 11 de noviembre -es decir, el día de ayer, a última hora; algunos 
funcionarios fueron notificados después de las 20 horas- el Presidente del Senado dictó la Resolución 
N* 379/08 por la cual convalida lo actuado por Secretaría y rechaza los recursos interpuestos por los 
funcionarios. 


El recurso de los funcionarios, interpuesto contra la Resolución N* 625/08, se 
presentó en el entendido de que, en el estado actual de los procedimientos, no están dadas las 
garantías suficientes para que se realice el concurso, por cuanto todavía había una investigación 
administrativa en trámite. Reitero: la Resolución sale con fecha 13 de octubre y la Resolución que pone 
fin a la investigación administrativa es del 4 de noviembre. Además, hay otro hecho y es que esta 
resolución que pone fin a la investigación administrativa se dicta sin haber dado vista previa a todos los 
interesados para que puedan efectuar sus descargos. 


Es decir que según la Resolución se entiende que no hay irregularidad, se dispone el archivo 
de las actuaciones y la notificación a los interesados. Reitero: notificar a los interesados es una cosa, 
pero la vista previa es otra, y se omitió. La vista previa es un derecho y una garantía básica en 
cualquier procedimiento administrativo, que surge del artículo 66 de la Constitución de la República y 
está prevista en todos los reglamentos que regulan los procedimientos administrativos, como por 
ejemplo el Decreto N* 500 y todos los tipos de reglamentaciones en los distintos organismos estatales. 


¿Acá qué sucede? Hubo un funcionario que realizó una denuncia. A su vez, esa denuncia 
vulneró y atacó los derechos de los concursantes y del funcionario denunciado como involucrado, 
supuestamente, en haber suministrado las preguntas a los concursantes. Esta persona, que se sintió 
atacada, como persona y como funcionario de la Cámara de Senadores, no pudo efectuar aún sus 
descargos en esta investigación, y tampoco los funcionarios concursantes. Sin embargo, la Resolución 
dispone la conclusión y el archivo de las actuaciones. 


Por otra parte, queremos dejar en claro que no se trata de una cuestión personal contra el 
funcionario que en su momento realizó la denuncia; creemos que también se deben delimitar muy 
claramente las responsabilidades, tal como lo aconsejan los dos Letrados que intervinieron en la 
instrucción de la investigación. De lo contrario, cualquier funcionario, hoy en día, podría hacer una 


denuncia totalmente irreflexiva e infundada -utilizando los propios términos de los Letrados 
Instructores- y no sucedería nada. 


Al día de hoy, los funcionarios que me acompañan y a los cuales estoy representando están 
pasando por una situación psicológica muy especial, de angustia, de incertidumbre. Entonces, 
supongamos que uno de ellos piense que en esta situación no puede dar la prueba el lunes 17 y, por 
ejemplo, el viernes se entrevista con un Secretario del Senado y hace una denuncia en el sentido de 
que alguien le trasmitió las preguntas. 


Es curioso el hecho de que en la denuncia, efectuada en agosto, el mismo funcionario 
reconoce que las preguntas que se habrían suministrado, también se las dieron a él. Después de la 
investigación surge que no eran preguntas, sino temas y que estaba dentro de las potestades del Jefe 
suministrar. Es más, esa era su obligación porque se trataba de aspectos procedimentales esenciales 
del trabajo de los funcionarios de Locomoción y que necesariamente tenían que estar en el temario. 


Entonces, la situación es bastante preocupante desde el punto de vista jurídico y, 
fundamentalmente, también humano para los funcionarios involucrados en ella, porque han visto que 
los procedimientos no han guardado las debidas garantías. Cabe señalar que el concurso fue 
suspendido o, mejor dicho, dejado sin efecto en su momento, aunque nosotros entendemos que se 
trata de una suspensión. Esto también es un punto delicado porque en la respuesta que da Secretaría 
del Senado al recurso interpuesto, se nos responde que se trataría de dos concursos: el otro fue 
dejado sin efecto y ahora hay una nueva convocatoria. Creemos que esto contraviene todos los 
principios lógicos y de sentido común, ya que el cargo a proveer es el mismo, así como también los 
concursantes, las bases del concurso -la Resolución  N* 625 se remitió, en su texto, a la Resolución 
N* 556- y los integrantes del Tribunal. Es decir que el concurso es el mismo y sobre eso no hay 
ninguna duda. 


En lo relativo a la responsabilidad de los participantes en un concurso, está el artículo 56 del 
Reglamento de Calificaciones y Concursos de la Cámara de Senadores, que prevé que si hubiera 
alguna irregularidad en el procedimiento del concurso, el funcionario responsable debe ser eliminado 
automáticamente de ese procedimiento concursal, o sea que no se le permite la participación. 


Entonces, nosotros pensamos que aquí no hay aún una delimitación clara de las 
responsabilidades en los hechos acaecidos y en estas condiciones no se podría realizar el concurso. 
Lamentablemente, desde el punto de vista jurídico, dado que los recursos han sido rechazados, no 
tenemos más remedio que acudir a esta Comisión de Asuntos Administrativos y poner en su 
conocimiento esta situación. 


El señor Moreno me señala que lo que dice la propia Resolución N* 586/08, en su 
artículo 1%, es decir, “Déjese sin efecto el llamado a concurso convocado según Resolución de la 
Secretaría del Senado N* 556/08 de 23 de julio de 2008, hasta que sea determinado el carácter de los 
hechos irregulares denunciados, mediante investigación administrativa.”, no se cumplió. Si el 13 de 
octubre se estaba convocando nuevamente a concurso cuando todavía estaba abierta la investigación 
administrativa, que recién se concluye con la Resolución del 4 de noviembre -reitero que esa 
conclusión es irregular porque no se cumplió con el paso de la vista previa a los involucrados- creo que 
es poco más lo que se puede agregar a la descripción de los hechos. 


SEÑOR MORENO.- Queremos transmitirles a los miembros de esta Comisión -la doctora lo ha dicho 
con otras palabras y a nosotros nos gustaría que lo conocieran- el estado emocional y psicológico que 
está pasando en este momento el grupo, en función de los hechos acaecidos. Inclusive, algún 
compañero ha manifestado que esto lo sacó del concurso y, en verdad, nadie quiere vivir estos 
hechos. 


No soy entendido en la materia, pero en el Acta del Tribunal se habla de una denuncia grave, 
según el artículo 56 del Reglamento de Calificaciones y Concursos, y nosotros no sabemos qué se va 
a tomar como “denuncia grave”. 


Reitero que no soy técnico en este tema, pero es bueno que los señores Senadores sepan el 
momento que estamos viviendo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera formular una pregunta a la señora abogada. 


Me gustaría saber cuál es el fundamento jurídico para dar vista previa a un recurso que es 
presentado porque los funcionarios se sienten perjudicados por la denuncia. En realidad, la 
Administración concluye -y eso lo podemos compartir o no- pero en todo caso se trata de su decisión. 
Si la conclusión se realiza ante la presentación del recurso, ¿a quiénes habría que haberles dado la 
vista previa si no hay ningún acusado que tenga que hacer sus descargos? 


SEÑORA DE LA FUENTE.- Sí, lo hubo. En toda investigación administrativa hay funcionarios 
involucrados. Si bien no se trata de un sumario, donde hay una delimitación más concreta de una 
eventual responsabilidad, ante la denuncia que efectúa el funcionario en el mes de agosto, se instruye 
la investigación y se convoca a declarar a varios funcionarios. Entre ellos, debe declarar el señor Luis 
Vázquez, que es el Jefe y fue acusado de suministrar las preguntas. Hasta el presente, este 
funcionario no pudo efectuar sus descargos en esa investigación. En concreto, la investigación 
concluye con la Resolución N* 643 de 4 de noviembre sin que antes se le haya dado vista del 
expediente. En ese momento, se notifica a los funcionarios de la resolución que dispone el archivo de 
las actuaciones, sin delimitación de responsabilidad para ninguna de las partes y no se les confiere 
vista. 


Tal vez, señora Senadora, hay una confusión entre los recursos, la vía de impugnación y la 
investigación en sí. 


SEÑORA PERCOVICH.- No soy abogada, pero en el caso preciso del funcionario Vázquez, que 
claramente sería perjudicado en todo esto, si la Administración concluye que no tuvo ninguna 
responsabilidad -y eso surge de sus propias declaraciones y de las de los otros miembros, del Tribunal 
y de los demás funcionarios que explicitaron, como dijo la señora abogada, que eran otros temas los 
que se habían puesto en conocimiento de los concursantes producto del curso que se había hecho- me 
pregunto por qué se le tendría que haber dado vista. 


SEÑORA DE LA FUENTE.- Precisamente, porque el funcionario tiene derecho a ser escuchado. 
Mientras se está realizando la investigación administrativa, las actuaciones son reservadas. La vista 
implica que las actuaciones se pongan de manifiesto, a disposición del interesado, para que éste 
pueda acceder a toda la prueba instruida en la investigación, analizarla y presentar lo que en Derecho 
se llaman descargos, pero también, en este caso en el que el funcionario realmente no tiene 
responsabilidad, se le debe dar la posibilidad de manifestar cuál es su postura una vez que haya 
accedido a todo el expediente. Entonces, en sus descargos él podría tener interés en solicitar que se 
le amparara como funcionario y que se delimitara la responsabilidad de quien lo denunció en forma 
irreflexiva e infundada. Además, si bien este funcionario -que hoy no se encuentra aquí porque no 
era uno de los concursantes sino su jefe- se vio perjudicado, también lo fueron los concursantes. En 
este sentido, puedo decir que muchos de ellos recién se enteraron de la suspensión del concurso la 
misma mañana en que se ¡ba a realizar. Además, más allá de los perjuicios personales de cada uno, 
también hay un perjuicio de la propia Administración al vulnerarse las reglas de procedimiento. 
Asimismo, debe tomarse en cuenta lo que dice el artículo 56 en cuanto a la responsabilidad que le 
puede caber a una persona que hace una denuncia que no tiene fundamento y carece de sustento. 
Como profesional he visto en otros ámbitos de la Administración que a personas que se conducen de 
esa manera tan ligera, se las sanciona, porque eso es lo que corresponde. Cuando alguien advierte un 
hecho que juzga como irregular, está en todo derecho de denunciarlo, pero hay que tener cuidado 
porque no puede abusar de las vías procesales o administrativas, denunciando cualquier cosa que se 
le ocurra por motivos que no nos corresponde a nosotros calificar y que, en todo caso, la 
Administración debería investigar detalladamente. Además, los colegas abogados instructores de 
Jurídica aconsejaron o hicieron una sugerencia a la Administración y, en definitiva, no se están 
tomando ningún tipo de medidas. Entendemos que si bien se trata de una potestad discrecional de la 
Administración, ella está reglada. Por otra parte, pensamos que podría haber cierta vulneración al 
principio de igualdad si ante otras situaciones similares los funcionarios fueron sancionados y, en este 
caso, la persona no solamente no es sancionada sino que ni siquiera es investigada y, además, se le 
permite participar en pie de igualdad en el concurso con todos los demás funcionarios a los que hace 
dos meses perjudicó con una conducta irreflexiva, haciendo una denuncia carente de todo fundamento. 
Reitero que no se trata de una cuestión personal contra este funcionario, sino que estamos haciendo 
un análisis objetivo de lo que sucedió. Se causaron perjuicios a la persona directamente denunciada, a 
los funcionarios que estaban participando en el concurso y a la propia Administración que se ha visto 
privada de poder cubrir sus necesidades -en este caso, la provisión de este cargo vacante- por este 
tipo de conducta abusiva en cuanto a la formulación de una denuncia. 


SEÑOR ANTÍA.- Me pareció percibir que ustedes están planteando que este procedimiento irregular 
genera sospechas sobre la propia actuación de la Presidencia del Senado y otros procedimientos. 


SEÑORA DE LA FUENTE.- Nosotros nos restringimos al caso en sí. Lo que dijo el señor Moreno en la 
introducción al tema es que crea un antecedente negativo para los funcionarios. Si la Administración 
mantiene esta actitud frente a futuras denuncias, sería como abrir una carta libre para que cualquier 
funcionario utilice esta vía para sus fines personales, que pueden ser muy variados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo solicitado este grupo de funcionarios una audiencia para ser 
escuchados por esta Comisión por un tema que es administrativo, tomamos debida nota del planteo y 
luego deliberaremos. 


Agradecemos su comparecencia. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 14 y 51 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


